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PUNTOS DE SUSCRICION

Kn Za r a g o z a , en la Administración del 
Bo l e t ín , sita en la imprenta de la Casa- 
Hospicio de Misericordia.

Las suscriciones de fuera podrán hacerse 
remitiendo su importe en libranza del Tesoro 

letra de fácil cobro.
La correspondencia se remitirá franqueada 

al2Regente de dicha (imprenta D. Gregorio 
CasaBal.

PRECIO DE SUSGRICION

TREINTA PESETAS AL AÑO.

Las reclamaciones de números se harán 
dentro de los 12 dias inmediatos á la fecha de 
los que se reclamen; pasados estos, la Admi­
nistración sólo dará los números, previo el 
pago, al precio de venía.

Números sueltos, 25 céntimos de peseta 
cada uno.

BOLETIN OFICIAL
DE LA PROVINCIA DE ZARAGOZA.

ESTE PERIÓDICO SE PUBLICA TODOS LOS DIAS, EXCEPTO LOS LÚNES.

Las leyes y disposiciones generales del Go­
bierno son obligatorias para cada capital de pro­
vincia desde que se publican sflcialmente eu ella, 
y desde cuatro dias después para los demas pue­
blos de la misma provincia. (Decreto de28 de 
Noviembre de 183’7.)

Inmodiatameete que los señores 
alcaldes y secretarios reciban esto 
Bo l e t ín , dispondrán que se fije un 
ejemplar en el sitio de costumbre, 
donde permanecerá hasta el recibo 
del número siguiente.

Los señores secretarios cuidarán bajo su más 
estrecha responsabilidad de conservar los nú­
meros de este Bo l e t ín , coleccionados ordenada­
mente para su encuadernación, que deberá veri 
flcarse a final de cada semestre.

PARTE OFICIAL, .
SECCSOH PRIMERA.

PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS.

REAL DECRETO.

En el expediente y autos de competencia sus­
citada entre el Gobernador civil de la provincia 
de Alava y el Juez de primera instancia de Vi­
toria, de los cuales resulta:

Que prévia la autorización concedida por el 
Gobierno al Gobernador de la provincia de Ala­
va, esta Autoridad otorgó con D. Vidal Arrieta 
y Bárcena en 4 de Juuio de 1866 una escritura 
de arrendamiento por la que el Arrieta, como 
dueño de una casa sita en la calle de la Esta­
ción de la ciudad de Vitoria, la arrendaba por 
término de 12 años para trasladar á la misma 
las oficinas del Gobierno de provincia, Adminis­
tración principal de Correos, Sección de Fo­
mento y Sección de Estadística: que entre otras 
condiciones impuestas, aparece la de que si pa­
sado el período de los 12 años, que principia­
rían á contar desde 1.° de Octubre de 1866, no 
se hubiese hecho el desahucio con tres meses 
de anticipación, continuaría el arriendo por la 
tacita durante un año si las partes no hubiesen 
acordado otra cosa:

Que continuado el arriendo por un año, des- 
pues de espirar el término prefijado en la escri­
tura, en virtud de la condición impuesta en la

misma de que continuaría por tácito consenti­
miento de las partes si no mediaba el des­
ahucio con tres meses de anticipación, el Go­
bernador de la provincia en este tiempo publicó 
un anuncio en el Boletín Oficial por el que se 
hacia saber á los propietarios que tenían fincas 
en aquella capital que terminaba en l.° de No­
viembre de 1879 el contrato de arrendamiento 
que aquel Gobernador tenia hecho con el pro­
pietario de la casa que ocupaban los oficinas del 
mismo Gobierno de provincia, para que los due­
ños de fincas urbanas pudieran presentar pro­
posiciones para el arriendo de una casa:

Que como consecuencia de este anuncio, Don 
Vidal Arrieta, en escrito de 17 de Mayo de 1879, 
que dirigió al Gobernador, propuso á esta Auto­
ridad continuar el arriendo de la casa que en­
tonces ocupaban las oficinas públicas por el 
tiempo que juzgase conve;^ente y bajo las mis­
mas condiciones que hab. -regido hasta en- 
tónces: ,

Que practicándose las diligencias necesarias 
para la renovación del contrato de arrendamien­
to de la referida casa, el dueño de la misma don 
Vidal Arrieta por medio de su Procurador acudió 
al Juzgado municipal en 31 de Abril último con 
la correspondiente demanda de desahucio, fun­
dada en la falta de pago.del precio estipulado y 
en haber espirado el término del arriendo:

Que denegada por el Juez municipal la admi­
sión de esta demanda, toda vez que la misma 
iba dirigida contra el Gobernador de la provin­
cia, como representante de la Hacienda públi-^. 
ca, y no se había hecho antes la reclamaciQ^V j' 
gubernativa, el demandante apeló de esta pr^r :
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videncia para ante el Juzgado de primera ins­
tancia, que la revocó mandando admitir la refe­
rida demanda:

Que admitida y tramitada esta, el Juez mu­
nicipal dictó sentencia por la que declara haber 
lugar al desahucio solicitado, y condenando al 
Gobernador civil de la provincia á que en el tér- 
miuo de ocho dias desaloje y deje libre la habi­
tación que el mismo ocupaba y las oficinas de 
Gobernación, Fomento y Estadística, y al pago 
de las costas, procediéndose á su lanzamiento 
si asi no lo hiciera:

Que apelada esta sentencia por el Gobernador 
de la provincia, y sustanciándose la apelación 
ante el Juez de primera instancia, aquella Au­
toridad requirió á esta para que se inhibiera de 
conocer en este asunto, fundándose en que los 
contratos de arrendamientos de edificios para 
la Administración pública tienen el carácter de 
contratos administrativos, y su cumplimiento 
debe exigirse administrativamente, entendién­
dose que el que contrata con la Administración 
se sujeta desde luego á esta jurisdicción: en que 
los pactos y contratos deben entenderse tal y 
como están redactados; por lo cual, invocando 
el Aprieta un contrato consignado en escritura 
pública, en la que aparece y se dice que el Go­
bernador civil, con quien contrató, lo hacía co­
mo representante de la Hacienda, y sólo con es­
te carácter se obligó, claro es que D. Vidal 
Aprieta pide en el juicio de desahucio el cum- 
])limiento de un contrato que con la Hacienda 
celebró: en que á pesar de la ley sobre unifi­
cación de fueros, el art. l.° del decreto de 9 de 
Julio de 1869 establece que los Jueces y Tribu­
nales no admitan demandas contra la Hacienda 
pública sin que se acredite haber procedido la 
reclamación de los derechos litigiosos en la via 
gubernativa, por lo cual se declara en su fuerza 
y vigor el Real decreto de 20 de Setiembre de 
1851, la ley orgánica del Tribunal de Cuentas, 
reglamento para su ejecución y demás disposi­
ciones sobre el particular:

Que sustanciado el conflicto, el Juez dictó au­
to declarándose competente, fundándose en que 
el art. 57 del reglamento de 15 de Setiembre de 
1863 preceptúa que inmediatamente que el Go­
bernador comprendiese pertenecerle el conoci­
miento de un negocio en que se halle entendien­
do un Tribunal ó Jii^|do le requiera de inhibi­
ción, con lo cual n^yconcede ningún derecho 
á los Gobernadores, sino que les impone un de­
ber, y el cumplimiento de los deberes no puede 
suspenderse ni retardarse; siendo la pretensión 
deducida por el Procurador Soto bastante clara, 
sencilla y concreta para que desde luego y sin 
gran conocimiento de nuestras leyes se com­
prenda su naturaleza y alcance, y el Tribunal 
que de ella debe conocer: en que los actos eje­
cutados por el Gobernador interviniendo perso­
nalmente en todas y cada una de las diligencias 
practicadas ante el Juzgado municipal prueban, 
ó que no recordaba el citado art. 57, ó que en- 
tópees no cómpréndia pertenecerle el conoci­
miento del asunto, pues de otra manera habría 
que suponer que el Gobernador retardaba á sa­

biendas el cumplimiento de un deber: en que es 
simplemente inexacto que D. Vidal Arrieta con­
tratara sólo con la Hacienda y no con el Gober­
nador, pues precisamente, y según la cláu­
sula 1.a de la escritura, dejó de comprenderse 
en ella para ser objeto de otra la que se refiere 
á las oficinas de Hacienda: en que el conoci­
miento de las demandas de desahucio correspon­
de exclusivamente á la jurisdicción ordinaria: 
en que no ya los contratos sobre inquilinatos 
entre un particular y el Gobernador, sino tam­
bién los entre un particular y la Administración 
que no tienen por objeto inmediato un servicio 
ú obra pública, y las reclamaciones á que la fal­
ta de cumplimiento del mismo por parte de la 
Administración dé. lugar, son del conocimiento 
de los Tribunales ordinarios: en que el '.Gober­
nador civil, como demandado y apelante, no 
puede sostener hoy qué el asunto corresponde á 
la Administración, á ménos que olvide ó desco­
nozca que es competente el Tribunal á quien 
las partes se someten expresa ó tácitamente.

, Que el Gobernador, de acuerdo con la Comi­
sión provincial, insistió en su requerimiento, 
resultando el presente conflicto que ha seguido 
sus trámites.

Visto el núm. l.°, art. 84 de la ley de 25 de 
Setiembre de 1863, según el cual se atribuye al 
conocimiento de los Consejos provinciales las 
cuestiones relativas al cumplimiento, inteligen­
cia, rescisión y efectos de los contratos y rema­
tes celebrados con la Administración provincial 
para toda especie de servicios y obras públicas 
del Estado, provinciales y municipales:

Visto el núm. 2.°, art. 54 del reglamento de 
25 de Setiembre de 1863, según el cual los Go­
bernadores no podrán suscitar contiendas de 
competencia en los pleitos de comercio durante 
la primera instancia y en4os juicios que sigan 
ante los Alcaldes como Jueces de paz:

Visto el art. 636 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, que dispone que el conocimiento de las 
demandas de desahucio corresponde exclusiva­
mente á la jurisdicción ordinaria:

Considerando:
, l.° Que la presente contienda de Competen­

cia se ha suscitado con motivo de la demanda 
de desahucio incoada ante el Juzgado munici­
pal de Vitoria contra el Gobernador de la pro­
vincia de Alava para que deje libre, expedita y 
á disposición del demandante la casa que hoy 
ocupan las oficinas públicas dependientes de 
aquel Gobierno:

2 .° Que aun en el caso de que haya podido 
suscitarse este conflicto por no estimar la mate­
ria de que es objeto comprendida en el núm. 2.°, 
art. 54 del reglamento de 25 de Setiembre de 
1863, es lo cierto que el contrato de arrenda­
miento de una casa para oficinas públicas no 
puede considerarse como un contrato sobre ser­
vicios públicos, según el párrafo primero, ar­
tículo 34 de la ley de 25 Setiembre de 1863 an­
teriormente citado, toda vez que en el primero 
obra la Administración como entidad jurídica, 
y no puede confundirse el objeto á que se dedi­
ca la finca arrendada con lo que verdaderamente 
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constituyen los servicios públicos, según lo es­
tablecido por la jurisprudencia:

3 .° Que encomendadas por la ley á la juris­
dicción ordinaria las demandas que versan sobre 
desahucios de una finca, no puede atribuirse á 
las Autoridades administrativas el conocimiento 
de tales asuntos;

Conformándome con lo consultado por el Con­
sejo de Estado en pleno, ,

Vengo en decidir esta competencia á favor de 
la Autoridad judicial.

Dado en Palacio á veintiuno de Diciembre de 
mil ochocientos ochenta.—Alfonso.—EL Presi­
dente, del Consejo de Ministros, Antonio Crino- 
vas del Castillo.

(Gaceta 10 de Enero de 1881.)

HINISTEBIO DE LA COBE ILACION.

CIRCULAR.

La interpretación errónea que algunas Dipu­
taciones provinciales han dado á los artículos 
de la ley orgánica que les somete el conoci­
miento y resolución de los incidentes nacidos 
de la elección de. s,us Vocales atribuyéndoles la 
facultad de declarar la nulidad ó validez de sus 
actas, pone al Gobierno en el caso de utilizar el 
derecho que le asiste para fijar le recta inter­
pretación de las leyes, restableciendo la buena 
doctrina administrativa, que en la materia que 
nos ocupa tiene siempre excepcional alcance y 
no dudosa importancia.

Algunas Diputaciones, confundiendo los in­
cidentes administrativos nacidos de la elección 
con otros actos anteriores propiamente electo­
rales, y á los que no alcanzan sus atribuciones, 
han entendido que no solamente podían aprobar 
ó desaprobar las actas de los Diputados electos, 
sino que, declarada la nulidad de cualquiera de 
ellas, podían también proclamar Diputados en el 
seno de la Corporación á individuos que aunque 
hubiesen alcanzado cierto número de sufragios, 
no habían obtenido acta en los Colegios elec­
torales. "r

Semejante doctrina no es solamente inadmi­
sible bajo ql punto de vista de la rigorosa apli­
cación de los preceptos legales, sino que pro­
duciría una perturbación notoria en las funcio­
nes encomendadas á las diversas entidades que 
intervienen en una elección, abriría un período 
vicioso por su origen dentro de las Corporacio­
nes provinciales, cuyos actos, produciendo por 
lo pronto efectos tal vez irreparables, podrían 
venir sin embargo á quedar después incursos 
enlatadla de nulidad, y se arrancarían por 
medios arbitrarios los derechos del sufragio de 
manos de los electores, proclamando Diputados 
que ellos no liabiau elegido y fuera del círculo 
donde únicamente tienen su directa y legitima 
intervención.

Es, pues, este uno de los casos en que se halla 
más justificado el uso de la suprema inspección, 
que, bien para remediar casos concretos, ó bien

para establecer reglas generales, las leyes de to­
dos los tiempos han concedido al Gobierno sobre 
las Autoridades y Corporaciones que en distin­
tos grados jerárquicos constituyen la Adminis­
tración pública, cuya inspección no ha podido 
tener en ningún tiempo otro sentido que el de 
evitar las infracciones de ley, la desorganiza­
ción administrativa, la confusión de atribucio­
nes, y, en una palabra, todo aquello que es irre­
gular y desorclenado cu las funciones públicas, 
ya afecten al Estado, á la provincia ó al Muni­
cipio. , . .

Este derecho de inspección se ha ejercitado 
en todas las épocas políticas, muy especialmen­
te sobre el punto de que se trata, pudiéndose 
asegurar que la resolución del mismo se ha so­
lido ajustar por fortuna á los buenos principios 
administrativos y al deseo de evitar la invasión 
de atribuciones y la conculcación de las leyes, 
según se ve en las Reales órdenes de 2 de Junio 
de 1871 y 27 de Julio de 1872, en la disposición 
de 28 de Febrero de 1873 y en la Real orden 
dictada de acuerdo con el Consejo de Estado en 
pleno en 16 de Octubre de 1879, entre cuyas 
disposiciones puede estimarse como especial 
precedente la primera, ó sea la de 2 de Junio de 
1871, en la que aparece que habiendo la Diputa­
ción provincial de Barcelona proclamado un Di­
putado que no era el que traía el acta, se vino 
á resolver que el Gobernador debió dar cuenta 
al Gobierno de semejante acuerdo y que proce­
día dejarlo sin efecto, y mandar que la Diputa­
ción se ocupara nuevamente en el asunto, ajus­
tando su resolución á lo prescrito en los artículos 
99 de la ley Electoral y 35 de la Provincial en­
tonces vigentes, que era en resúmen lo mismo 
que hoy que anulada un acta se declarase la va­
cante procediendo á nueva elección.

Por todas estas consideraciones, y teniendo 
en cuenta los" indicados precedentes, S. M. el 
Rey (Q. D. G.) se ha dignado resolver que si al­
guna Diputación provincial, excediendo sus fa­
cultades, proclamase algún Diputado sin acta, 
el Gobernador de lá provincia á que corresponda 
suspenderá el acuerdo, corno caso comprendido 
en el núm. l.° del art. 48 de la ley Provincial 
vigente, dando inmediatamente cuenta al Go*- 
bferno, á los efectos oportunos.

De Real orden 10 digo á V. S. para su más 
exacto Cumplimiento. Dios guarde á V. S.- mu­
chos años. Madrid 30 de Enero de 1881.—Ro­
mero y Robledo.—Sr. Gobernador de la provin­
cia de.....

(Gaceta 31 de Enero de 1881.)

REALES ÓRDENES.

Remitido á informe del Consejo de Estado el 
expediente promovido por D. Eugenio Pascual 
Puerta contra una providencia de V. S., relativa 
al justiprecio de parte de una casa de la calle de 
San Pablo de esa capital, la Sección de Gober­
nación de dicho alto Cuerpo ha emitido el si­
guiente dictamen:

«Excmo. Sr.: La Sección ha examinado el re­
curso interpuesto por D. Eugenio Pascual Puer-
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ta contra la resolución del Gobernador de la pro­
vincia de Burgos, relativa al justiprecio de la 
Darte de casa núm. 8 de la calle de San Pablo de 
a capital, expropiada con objeto de continuar 
as obras del cuartel de artillería, de las que es 

concesionario el Ayuntamiento de la expresada 
ciudad.

Resulta que el líquido abonable por el concep­
to indicado, aparte del 3 por 100 corno precio de 
afección, lo fijó el perito de la Municipalidad eñ'" 
8.217 pesetas 82 céntimos, y el del interesado 
en 17.223 pesetas 71 céntimos; consistiendo la 
diferencia en que el primero valora el terreno 
expropiado al respecto de 16 pesetas 25 cénti­
mos el metro cuadrado, y el segundo al de 32 
pesetas 32 céntimos: en que este último propo­
ne el abono de 4.000 pesetas como indemniza­
ción de los perjuicios causados al resto de la ca­
sa, miéntras que el perito del Ayuntamiento 
sostiene que no se le irrogan ningunos, porque 
lo que se expropia de la casa es una parte tan 
insignificante, comparada con el resto, que no 
es posible apreciar lo que esta desmerece, y tan 
sólo á la bodega se le produce algún perjuicio 
con la reducción que sufre, pero lo compénsala 
elevada valoración del terreno que se le quita; 
y por último, en otra partida de 2.138 pesetas 
por perjuicios al inquilino, propuesta por el pe­
rito del interesado, y que rechaza en absoluto el 
de la Municipalidad porque con arreglo á los 
principios de la ciencia, y á los que obedece la 
ley de expropiación forzosa, debe abonar el ad- 
quirente los perjuicios consiguientes al deméri­
to de la finca expropiada; pero nunca los que 
puedan sobrevenir á las industrias en ella esta­
blecidas.

En vista de esta divergencia se ofició al Juez 
para que designase perito tercero, á lo que con­
testó que había reclamado de la Administración 
económica relación de los Arquitectos, y á pre­
vención de los Maestros de obras matriculados 
que pagasen contribución, resultando que no 
existia en la localidad con aquella condición 
más Arquitecto que uno de los discordantes, 
por lo que habia sorteado los Maestros de obras 
y correspondido el cargo, que aceptaba, de pe­
rito tercero á D. Lúeas Escudero.

Apartándose de los dos primeros, calcula el 
último el valor del terreno á razón de 26 pese­
tas el metro cuadrado: opina que desmerece la 
casa con motivo de expropiarse una parte de 
ella; pero considera suficientemente justipre­
ciado este perjuicio en 1.200 pesetas, en vez de 
las 4.000 que propone el perito del interesado; 
y de conformidad con el del Ayuntamiento, en­
cuentra destituida de todo fundamento la parti­
da de 2.138 pesetas de perjuicios causados al 
inquilino: de modo que con el 3 por 100 de afec­
ción fija la cantidad líquida abonable en 11.484 
pesetas 99 céntimos.

Pasado el expediente á informe de la Comi­
sión provincial, opinó que debía aceptarse el 
dictámen del perito tercero, y así lo resolvió el 
Gobernador fundándose en que su tasación cons­
tituye un término medio de la presentada por 
los peritos de las partes, hallándose por tanto 

dentro délas prescripciones de la ley; en que es­
tá en armonía con los precios de la localidad; 
indemniza por todos conceptos, y añade ade­
más el 3 por 100 de afección establecido por 
la ley.

Contra la providencia que antecede ha recu­
rrido á V. E. el interesado pidiendo que se de­
clare justa la tasación verificada por su perito, 
ó en otro caso que se anule cuanto ha hecho el 
tercero por no reunir su nombramiento las con­
diciones que la ley exige. Apoya este punto en 
que, siendo Arquitectos los dos de la discordia, 
no se pudo designar para dirimirla á un Maes­
tro de obras sin infringir el art. 7.° del decreto 
de 8 de Enero de 1870; y si no habia en el pue­
blo facultativo con categoría igual á la de 
aquellos, debió hacérsele venir délos inmediatos, 
con arreglo al art. 303 de la ley de Enjuicia­
miento civil; y respecto del fondo de la tasa­
ción, alega que, independientemente de los per­
juicios como propietario de la finca, se le han 
originado otros como inquilino de la misma y 
como industrial, puesto que desde que se co­
menzó el derribo del muro de cerca hasta que el 
Ayuntamiento tomó posesión legal de lo expro­
piado tuvo el recurrente que pagar el alquiler á 
sus hermanos, por más que parte de la finca se 
hallaba ocupada con escombros, que á la vez le 
privaban del uso del pozo, patios y bodega ne­
cesarios para su tráfico; y habiéndose ocasiona­
do estos perjuicios con la obra que dió lugar á 
la expropiación, deben agregarse al valor de la 
parte ocupada de la finca, según dispone el 
art. 28 de la ley.

Con tales antecedentes va la Sección á emitir 
su informe, empezando por el incidente relativo 
al nombramiento de perito tercero, en el que no 
encuentra ilegalidad alguna. En efecto, dice el 
art. 31 de la ley de expropiación forzosa que el 
Juez dentro de los ocho dias de recibido el ofi­
cio para que designe el perito tercero, bajo su 
más estrecha responsabilidad lo nombrará de 
oficio sin admitir ni consentir reclamación de 
ninguna especie; el 49 del reglamento para la 
ejecución de la misma ley manda que el Juez 
haga la designación con arreglo á las prescrip­
ciones de la ley de Enjuiciamiento civil, y que 
el designado habrá de reunir las condiciones 
que según la clase de fincas que hubieran de 
tasarse previene el art. 32, es decir, que en lo 
relativo á fincas urbanas que no tengan carác­
ter público se necesita que posea el título de 
Arquitecto ó de Maestro de obras.

La ley de Enjuiciamiento civil ordena por su 
parte, en lo concerniente al nombramiento de 
peritos terceros, que el Juez los sortee entre los 
seis ó más que paguen mayores cuotas de sub­
sidio de la clase á que los peritos correspondan; 
y si no los hubiere en el pueblo del juicio, po­
drá recurirse á los de los inmediatos. Pues bien: 
como el reglamento ántes citado manda que los 
peritos terceros, en el caso del expediente, co­
rrespondan á la clase de Arquitectos, ó á la de 
Maestros de obras, sin que se exija otra limita­
ción en las condiciones del nombrado, conforme 
al artículo 20 de la ley, que un año por lo menos
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de ejercicio de su profesión, toda vez que no 
existia en Búrgos Arquitecto alguno en aptitud 
de ser nombrado perito tercero, pudo el Juez, 
ateniéndose á la ley de Enjuiciamiento civil, 
sortear para ese cargo á los Maestros de obras 
que ejercían en dicha ciudad, cuya clase está 
equiparada para desempeñarlo á la de los Ar­
quitectos en cuanto se refiere á expropiación 
forzosa de fincas urbanas de particulares, según 
el art. 49, en relación con el 32 del repetido re­
glamento; sin que se entienda por esto desvir­
tuada la prescripción del art. 7.° del decreto de 
8 de Enero de 1870 respecto de la categoría del 
perito tercero; antes por el contrario, se debe 
exigir de los Jueces su estricto cumplimiento 
siempre que, como ha sucedido en el presente 
caso, no lo haga imposible la falta de Arquitec­
tos en la localidad.

Esto sentado, y pasando al segundo extremo 
del recurso, alega el interesado que antes de la 
pesesion legal había el Ayuntamiento ocupado 
con escombros una parte de lo que se iba á ex­
propiar, impidiendo su uso; y este hecho, aun 
siendo exacto, no seria indemnizable, puesto 
que lo consintió el interesado en el hecho de no 
haber acudido á los Tribunales que le hubieran 
amparado con arreglo al artículo 10 de la Cons­
titución, ó al Gobernador de la provincia, el 
cual hubiera prohibido al Ayuntamiento ocupar 
la finca que iba á ser objeto de expropiación sin 
que préviamente hubiese consignado el precio 
de tasación, según lo dispuesto en el art. 29 de 
la ley. Y respecto de los perjuicios que reclama 
en concepto de inquilino é industrial, entiende 
la Sección que no pueden menos de serle nega­
dos, porque los principios que informan la ley 
de expropiación forzosa, y el contexto literal 
de ella, no consienten el abono de otros perjui­
cios que los ocasionados al propietario del in­
mueble con la obra que dé lugar á su expropia­
ción. Por ello, y en atención á que en el justi­
precio aprobado por el Gobernador se resarcen 
todos estos perjuicios, detallando las reparacio­
nes que tiene el Ayuntamiento que llevar á ca­
bo por su cuenta, señalando la cantidad que de­
be abonar por el demérito del resto de la finca y 
por el precio de afección, y como además se 
atiene al art. 35 de la ley, viniendo á consti­
tuir aproximadamente el término medio de las 
tasaciones presentadas por los peritos de ambas 
partes;

Opina la Sección qpe se debe desestimar el 
recurso interpuesto.»

Y conformándose S. M. el Rey (Q. D. G.) con 
el preinserto dictámen, se ha servido resolver 
como en el mismo se propone.

De Real orden lo digo á V. S., con devolución 
del expediente de referencia, para su conoci­
miento y demás efectos. Dios guarde á V. S. 
muchos años. Madrid 10 de Diciembre de 1880. 
—Romero y Robledo.—Sr. Gobernador de la pro­
vincia de Búrgos.

^Gacela 10 de Enero de 1881.)
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SECCION

GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE ZAH/v^Á.

Se c c ió n d e Fo me n t o .—Agricultura.
El Excmo. Sr. Capitán general de este distrito 

se ha servido dirigirme la comunicación si­
guiente:

«Excmo. Sr.: El Excmo. Sr. Ministro de la 
Guerra con fecha 6 de Julio último me dijo:

«Excmo. Sr.: El Rey (Q. D. G.) en su recono­
cido deseo de la prosperidad y mejora de todos 
los ramos de la riqueza pública, y de que se pro­
curen los medios que puedan contribuir á acre­
centarla, ha fijado su atención en esa provincia 
en las condiciones y los elementos especiales 
con que cuenta para el fomento y desarrollo de 
la cria caballar. Como la base ó aumento de esa 
raza y su regeneración es la adquisición é insta­
lación de buenos sementales, preferentemente 
en las provincias ó centros productores que por 
esa circunstancia son los más inmediatamente 
llamados á propagarla, perfeccionarla y expor­
tarla á las demás del Reino, contribuyendo áque 
recobre el justo renombre que un dia alcanzó 
entre toda la de su especie; y persuadido S. M. 
que los esfuerzos de los Gobiernos no son bas­
tante á lograrlo cuando guerras ó discordias ci­
viles han ocasionado dispendios que agravan los 
recursos del Tesoro, imposibilitan las reformas 
é imponen nuevas cargas, mayores sacrificios: 
Persuadido además que si bien el actual Gobier­
no está dispuesto, en cuanto sus recursos se lo 
permitan, al acrecentamiento de los intereses 
generales del país, no es bastante su iniciativa 
ante las razones expuestas anteriormente, se 
ha.ce necesario el interés de provincia, el mu­
nicipal, el local y aun el particular para aco­
gerla y secundarla. Penetrado S. M. de esa idea, 
seguro del patriotismo de esa provincia y del 
beneficio que ha de reportar á sus administrados, 
me ordena me dirija á V. E. á fin de que, puesto 
de acuerdo con el Gobernador civil, Diputación 
provincial, Corporaciones.y particulares que juz­
gase conveniente consultar, informe á este Mi­
nisterio si en el caso que llegara á ser un hecho 
la organización de un depósito de 100 caballos 
sementales en esa capital (ó puesto más conve­
niente) se facilitaría el alojamiento para esta­
blecerlo en las condiciones que se requieren, ó 
que de no proporcionarlo indique los recursos 
con que podría contribuir la provincia para des­
arrollar un pensamiento de reconocido interés 
general y cuyos resultados ha de utilizar la 
misma en primer término.

De Real orden lo digo á V. E. para su conoci­
miento, el de la Autoridad civil, Corporaciones 
y particulares que bajo la iniciativa de V. E. 
puedan contribuir á obtener los resultados más 
ventajosos para realizar el pensamiento.»

Tengo el honor de trasladarlo á V. E. para su 
conocimiento y el de las Corporaciones que se
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mencionan en el ^terior inserto, á los efecto» 
que en el mis^° se indican.»

La ne^sidad del acrecentamiento y mejora de 
la caballar y las ventajas que indudable- 
rrcnte reportará este importante ramo de rique­
za no puede desconocerse; en esta seguridad y 
movido del deseo que como es natural me ani­
ma por todo aquello-que tienda al mejoramiento 
y adelanto de los intereses materiales do esta 
provincia,, (cuyo gobierno, me está confiado), 
creo que faltaría si no hiciese saber á sus habi­
tantes todo lo que puede redundar en su bene­
ficio y utilidad. Al insertar la Real orden de que 
se deja hecha expresión, despréndese el objeto 
de su publicación en el Bo l e t ín  Of ic ia l ; así, 
pues, este Gobierno recibirá gustoso cuantas 
proposiciones se hagan, ya por los Municipios, 
ya por particulares, para el establecimiento en 
esta provincia del depósito de 100 caballos se­
mentales que en la citada Real orden se indica.

Zaragoza 28 de Enero de 1881.—El Goberna­
dor, Aquilino Herce.

SEpciON d e Fo me n t o .—Ca-rreteras.
El Excmo. Sr. Director general de Obras pú­

blicas con fecha 18 del actual me remite para 
su inserción el siguiente anuncio:

«En virtud de lo dispuesto por Real orden de 
12 de Noviembre de 1866, esta Dirección gene­
ral ha señalado el dia 22 del próximo mes de Fe­
brero, á la una de la tarde, para la adjudicación 
en pública subasta de las obras del trozo cuarto 
de la carretera de Magallon á La Almunia, sec­
ción de Riela á Magallon, eu la provincia de Za­
ragoza, por su presupuesto dé. contrata que as­
ciende á 148.859 pesetas 52 céntimos. "

La subasta so celebrará en los términos pre­
venidos por la Instrucción de 18 de Marzo de 
1852, en Madrid ante lá Dirección general de 
Obras públicas', situada en el local que ocupa 
el Ministerio de Fome.nto, y en Zaragoza ante el 
Gobernador de la provincia; hallándose en am­
bos puntos de manifiesto, para conocimiento 
del público, el presupuesto, Condiciones y pla­
nos correspondientes.

Las proposiciones se presentarán en pliegos 
cerrados, arreglándose exactamente al adjunto 
modelo, y la cantidad que ha de consignarse 
préviamente como garantía para tomar parte en 
esta subasta será de 7.500 pesetas en dinero ó 
acciones de caminos, ó bien en efectos de la Deu­
da pública al tipo que les está asignado por las 
respectivas disposiciones vigentes, debiendo 
acompañarse á cada pliego .el documento que 
acredite haber realizado el depósito del modo 
que previene la referida Instrucción.

En el caso de.que resulten dos ó más proposi­
ciones iguales, so celebrará únicamente entre 
sus autores una segunda licitación abierta en

Iq s  términos prescritos por lacitada Instrucción, 
siendo la primera mejora por Lo menos de 1.000 
pesetas, quedando las demás á voluntad de los 
licitadores, siempre que no bajen de 100 pe­
setas. • idfiM gol ¿ 689 fiisq 1B9Í108

Madrid 18 de Enero de 188.1,—-El Director ge­
neral, B. de Covadonga.

Mo<$lo de proposición.
D. N. N., vecino de. . enterado del anuncio 

publicado con fecha 18 de Enero último y de las 
condieiones y requisitos que se exigen . para la 
adjudicación en pública subasta de las obras del 
trozo cuarto de la carretera de Magallon á La Al­
munia, sección de Riela á Magallon, en la provin­
cia de Zaragoza, se compromete á tomar á su 
cargo la construcción de las mismas, con estricta 
sujeción á los expresados requisitos y condicio­
nes por la cantidad de..... (Aqui la preposición 
que se haga, admitiendo ó mejorando lisa y lla­
namente el tipo fijado; pero advirtiendo que será 
desechada toda propuesta en que no se exprese 
determinadamente la cantidad en pesetas y cén­
timos, escrita en iMra, por la que'se coipprome- 
te el proponéute á.la ejecución de las obras.)

■ (Fecha y firma del proponen te).»
Lo que se inserta en este Bo l e t ín  Of ic ia l  para 

conocimiento del público, advirtiendo que la su­
basta tendrá lugar en este Gobierno en el dia y 
hora señalados y en el local de la Sección do Fo­
mento, calle de San Miguel núm. 4, pisó,tercero, 
donde también se hallan de manifiesto el presu­
puesto, condiciones y planos correspondientes.

Zaragoza 31 de Enero de 1881.—El Goberna­
dor, Aquilino Herceí

--- —n— "^"7——i- 4t :; — 
eHDCCléH

DIPUTACION PROVINCIAL DE ZARAGOZA.

En virtud de acuerdo de esta Corporación, se 
verificará el dia 12 de Febrero próximo, á las 
doce de su mañana, nueva subasta para contra­
tar el acopio de materiales destinados, á conser­
vación de una parte de la carretera provincial 
de Zaragoza á Logroño, bajo el tipo en baja de 
6.257 pesetas 26 céntimo-s.

Dicho .acto tendrá efecto en el Palacio de la 
Diputación y ante el Sr. Presidente de la misma, 
ó quien haga sus veces, con asistencia de Nota­
rio, verificándose con sujeción á las disposicio­
nes vigentes; hallándose de manifiesto en la Se­
cretaría de la Corpojacion todos los dias no fes­
tivos, durante las horas de oficina, el presu­
puesto y pliego dé condiciones facultativas y 
particulares y económicas. * '

Las ^rópósiciones se presentarán en pliego 
cerrado dirigido al Sr. ^Presidente de la Diputa-
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cion y arregladas exactamente al modelo que á 
continuación se inserta, sin Lo que no serán ad- 
misibleá; debiendo acompañar el documento que 
acredite haber consignado previamente en la 
Depositaría de fondos provinciales el 1 por 100 
en metálico del presupuesto de contrata, que se 
exige como garantía para tomar parte en la li- 
citadon, y la cédula de vecindad del proponente.

En el caso de resultar dos ó más proposicio­
nes iguales de las que sean admisibles, se veri­
ficará, únicamente entre sus autores, licitación 
oral por espacio de diez minutos, siendo la pri­
mera mejora de 75 pesetas y quedando las de­
más á voluntad de los licitadores, con tal que 
no bajen de 25 pesetas.

El remate se adjudicará al autor do la propo­
sición declarada más ventajosa, pero no produ­
cirá efecto hasta que recaiga la aprobación de­
finitiva de la Diputación provincial, que podrá 
libremente concederla ó negarla, sin que" sobre 
lo resuelto en uso de tal facultad, se admita 
ninguna reclamación.

Zaragoza 27 de Enero de 1881.—El Presidente, 
Martin Villar.—Los Diputados .Secretarios, Joa­
quín Peirona.—Joaquín Sigüenza.

____ Modelo de proposicwik^____________
D. N. N., vecino de...habitante calle de...., 

núm..... . según cédula corriente de empadrona­
miento que es adjunta, enterado del anuncio pu­
blicado con fecha 27 de Enero iiltimo para la 
adjudicaciónSn pública subasta del acopio de 
materiales para la conservación de la carretera 
provincial de Zaragoza á Logroño, así como tam­
bién del presupuesto y pliego de condiciones 
que han estado de manifiesto, se compromete á 
tomar á su cargo dicho acopio, con estricta su 
jecion á los expresados documentos, por la can­
tidad de..... (en letra) pesetas y céntimos; y 
acompaña el resguardo del depósito que se exi­
ge como garantía provisional.

(Fecha y firma del proponente.)

UlMINISTRAClOX ECONÓMICA DE LA PROVINCIA DE ZARAGOZA.

Se c c ió n  d e Pr o pie d a d e s .:—Auuuclo.
D. Simón Foncillas é Ibañez, vecino de la ciu­

dad de Borja, tiene solicitada en esta Adminis­
tración económica la adjudicación, como parce­
la, de dos trozos de terrenoAsobrañtes de la ca­
rretera de Gallur á Soria, en el kilómetro 20, 
confrontantes á una tinca de su ptopiedad.

Lo que se hace público en cumplimiento de 
lo dispuesto en el art. 6.° de la instrucción de

20 de Marzo de 1875, para que los que se crean 
con derecho á dicha parcela, presenten sus re­
clamaciones en esta oficina en el término de.30 
dias, contados desde el en c ue aparezca inserto 
este anunció en el Bo l e t ín  Of ic ia l  de la pro­
vincia.

Zaragoza 28 de Enero de 1881.—El Jefe eco­
nómico, Antonio González Udell.
————.——. ... .. . . .— i — ——

SECCION ÉESTA.

E,l partido de Medicina y Cirugía de nueva 
creación délos pueblos de Malanquilla, Berdejo 
y Torrelapaja se halla vacante: su dotación con­
siste en 425 pesetas satisfechas de los fondos 
municipales de ambos pueblos y 1.575 que pa­
garán por igualas los vecifios de los mismos.

Los que deseen obtener dicho partido dirigi­
rán sus instancias al Sr. Alcalde de este pueblo 
de la fecha hasta el dia 8 de Febrero próximo. 

Malanquilla 29 de Enero de 1881.—El Alcal­
de, Manuel Nabas.

rascles s é t ima .
JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA.

. Barcelona.—Palacio.

D. Francisco Alted y Sánchez, Juez de primera 
instancia del distrito de Palacio de esta ca­
pital: i, h • .
Por el presente edicto requisitoria,que se ex­

pide en méritos de causa (sumario núm. 15) que 
me halló siguiendo contra Francisco: Corretjer 
y Huguet, natural y vecino que fné de esta ciu­
dad, casado, del comerció, de 33 anos de edad, 
fugado del penal de Zaragoza en 25 de Octubre 
último, sobre defraudación por simulación de 
venta de 60 pacas algodón hecha por los seño­
res Roses y compañía á los Sres. Vidal y Ba- 
llés, se cita y llama á dicho Francisco Corretjer, 
cuyo actual paradero se ignora, para que den­
tro de 10 dias, contaderos desde la inserción de 
la presente en la Gaceta de Madrid-, comparezca 
de rejas adentro en las Cárceles Nacionales de 
esta ciudad, á responder á los cargos que le re­
sultan en el sumario de donde dimana la pre­
senté; apercibido que de lo contrario se le de­
clarará rebelde y le parará el perjuicio corres­
pondiente.

Al propio tiempo ruego y encargo á todas las 
Autoridades que componen la policía judicial, 
procedan á la busca y captura del expresado 
Francisco Corretjer y Huguet, y que obtenida 
lo pongan con las seguridades debidas en las 
Cárceles Nacionales de esta ciudad á mi dispo­
sición.

Dado en Barcelona á 20 de Enero de 1881.— 
Francisco Alted.—Por disposición del Sr. Juez, 
Juan Gibernan, Escribano.
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